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OJOCALIENTE Y OTROS

MAGISTRADA PONENTE
ESPARZA RODARTE

GLORIA

Guadalupe, Zacatecas, seis de junio de dos mil ve¡ntitrés

Acuerdo que determina la improcedencia de las medidas cautelares solicitada

por la actora con base en las consideraciones siguientes:

1. ANTECEDENTES DEL CASO

1.'1 . Juicio ciudadano. El treinta y uno de mayo de dos mil veintitrés1, Bertha

Guillermina Pérez Hernández, Sindica IVlunicipal del Ayuntamiento de

Ojocaliente, Zacatecas, interpuso demanda de juicio ciudadano en contra de

Daniel López lVlartínez en su calidad de Presidente lVunicipal, lván Miguel

Alejandro Luévano, Secretario de Gobierno fVlunicrpal y Olga Ashanty Martínez

Rodríguez Tesorera I\lunicipal.

Lo anterior, al señalar que le retuvieron sus percepciones económicas, la

negat¡va de entregar de manera oportuna la información correspond¡ente a los

informes mensuales, trimestrales y la cuenta pública, y la presunta

sistematización de conductas violentas que a su decir Ie obstaculizan el ejercicio

del cargo.

2. ACTUACIÓN COLEGIADA.

1

l Todas las fechas se refieran al año dos mil veintitrés, salvo señalamiento expreso

ACUERDO PLENARIO

JUICIO PARA LA PROTECCIÓ¡¡ OC

LOS DERECHOS POL|TICO-
ELECTORALES DEL CIUDADANO

1.2. Turno. El primero de junio, el mag¡strado Presidente del Tribunal de Justicia

Electoral del Estado de Zacatecas registró el asunto con la clave TRIJEZ-JDC-

00712023 y lo turnó a Ia ponencia de la magistrada Gloria Esparza Rodarte para

su trámite y resolución.



La materia objeto de este acuerdo debe emitirse de manera colegiada por el

Pleno del Tribunal de Justicia Electoral de conformidad con lo dispuesto por los

artículos 17, fracción Vll, y 26, fracción ll, de la Ley Orgánica del Tribunal de

Justicia Electoral, asÍ como en el criterio de la Sala Superior del Tribunal

Electoral del Poder Judicial de la Federación, contenido en la jurrsprudencia

11l99, de rubro: "MEDIOS DE IMPUGNACION LAS RESOLUCIONES O

ACTUACIONES QUE IIMPLIQUEN UNA MODIFICACIÓN EN LA

SUSTANCIACIÓN DEL PROCEDIIUIENTO ORDINARIO SON COMPETENCIA

DE LA SALA SUPERIOR Y NO DEL IUAGISTRADO INSTRUCTOR".

Lo anterior, porque la determinación que se asume versa sobre la procedencia

o improcedencia de las medidas cautelares solicitadas por Ia actora, de manera

que, lo que se determine no constituye un acuerdo de mero trámite y por tanto

debe ser el Pleno del Tribunal de Justicia Electoral quien emita la determinación

que en derecho proceda.

3. IMPROCEDENCIA DE LAS MEDIDAS CAUTELARES,

La actora en su escrito de demanda solicitan que se dicten las siguientes

medidas cautelares:

"[...lsolicito de manera inmediata se realicen y apliquen las medidas cautelares
bastas y óptimas para que cese la violencia perpetuada en mi contra. Y que
entre ellas, se obl¡gue a los Señalados a la interrupción de la aplicación de los
actos impugnados que se han identificado como la materialización formal de la
violencia sistemática perpetrada en mi contra dado que, de no hacerlo se
realizarían múltiples actos jurídicos de trascendencia para el municipio y la
soc¡edad de Ojocaliente y muchos podrían ser de imposible reparación. [... ]

Además de ello, se ordene el cese de nuevos actos tendientes o destinados a
realizar la misma actividad, puesto que tengo conocim¡ento y temor fundado
que prosiga la l¡m¡tación de nuestras funciones mediante la m¡sma
formalización de conductas."

Lo anterior, porque desde su óptica existe el riesgo de que continúen las

omisiones denunciadas y con ellos se les siga afectando el ejercicio de su cargo.

A juicio de este Tribunal, sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, se considera

improcedente el dictado de las medidas cautelares solicitadas por la actora, toda

vez que de las manifestaciones expuestas en su demanda y del análisis

preliminar de los autos del expediente, no se advierten elementos de los cuales

se desprenda la necesidad de protección urgente por la inminencia de un daño

a la vida, la integridad o a la libertad que justifique su dictado.
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Esto es así, porque si bien es cierto que las medidas cautelares y de protección

se encuentran contempladas en los artículos27 de la Ley General de Acceso de

las lVlujeres a una Vida Libre de Violencra y 40 de la Ley General de Victimas en

el sentido de que la autondad que tenga conoc¡miento de hechos presuntamente

constitutivos de violencia política contra las mujeres por razón de género debe

dictarlas inmediatamente para evitar alguna lesión o daño, también es cierto que

la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ha

establecido las directrices del dictado de este tipo de medidas.

En efecto, la máxima autoridad jurisdiccional en materia electoral ha sostenido

que las medidas cautelares constituyen un mecanismo de tutela preventiva o

¡nstrumento jurídico para evitar Ia posible afectación a un derecho, a los

principios rectores en la materia o para garantizar el cumplimiento de alguna

obligación jurídica, en forma inmediata y eficaz, y previamente a cualquier

resolución de fondo y definitiva en la materia con la finalidad de evitar un daño

grave e irreparable tanto a las partes como a la sociedad, con mot¡vo de la

sustanciación de un proceso2.

Del mismo modo, ha establecido que el dictado de medidas cautelares sólo

serán procedentes en casos urgentes en los que exista un riesgo inminente

para la vida, integridad y/o libertad de quien las solicita3.

De manera que, las medidas cautelares no tienen una concesión automática,

sino que se dictarán en función de las consecuencias que puedan producir los

hechos impugnados, tomando en consideración Ia gravedad, la urgencia o la

posible irreparabilidad del daño.

Este criterio también ha sido adoptado por la Sala Regional Monterrey en los

asuntos SM-JDC-378/2020 y SM-JDC-00412021

Por ello, como se adelantó, en el caso concreto se declara improcedente el

dictado de medidas cautelares pues en apariencia del buen derecho y del

'z Véase jurisprudencia 74/2075, de rubro: MEDIDAS CAUTELARES. SU TUfELA PREVENTIVA, publicada en

Gaceta de Jurisprudenc¡a tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder ludicial de Ia Federación, año

8, número 11 , 2015, p.p.28, 29 y 30.

3 Criter¡os establecidos en los expedientes S U P-l DC-164/20 20, SUP-)DC-791/2O20 y S U P-J DC-936/2020, asi

como en el Acuerdo del 2 de septiembre de 2020 de clave SUP-.lDC-1850/2020.
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análisis prelrminar de los hechos y constancias del expediente se considera que

no existen elementos ni indicios que hagan suponer que la actora se encuentran

en una situación de gravedad o peligro, tampoco hay algún elemento que indique

la existencia de un posible daño que pudiera ser irreversible para ella.

Esto es así, porque los agravios que hace valer consisten sustancialmente en la

falta de pago de sus percepciones económicas y la negatrva de entregar de

manera oportuna diversa información, así como diversos actos que desde su

óptica obstaculizan el ejercicio del cargo, situación que, s¡n prejuzgar de Ia

existencia o inexistencia de dichas omisiones, ni de la legalidad o ilegalidad de

las mismas, no genera indicio que se encuentre en peligro la vida o la integridad

de la actora de manera que se justifique el dictado de medidas cautelares.

Además, la actora pide como medida cautelar que se dejen de limitar sus

funciones y que se contrate a un asesor que le auxilie en la hacienda municipal

ya que desde su percepción el hecho de no contar con una persona que le

colabora en las funcrones encomendadas por la Ley podrían producir daños

irreparables en la hacienda municipal, sin embargo, los artículos 41, Base Vl, de

la Constrtución federal y 7, párrafo cuarto de Ia Ley del Sistema de lMedios de

lmpugnación Electoral del Estado de Zacatecas establecen uno de los principios

que rigen la materia electoral relativo a que, la interposición de los medios de

impugnación no produce efectos suspensivos sobre la resolución, acto u om¡s¡ón

rmpugnados.

Lo que implica que cuando se considere que un acto de autoridad daña la esfera

jurídica de una persona, sus efectos únicamente pueden cesar o restituirse

cuando la autoridad competente resuelve el fondo de la controversia y el

considerar desde este momento hacerlo contravendría a uno de los principios

que rigen la materia electoral

Por lo tanto, si en el caso concreto no existen elementos o indicios para sostener

que los hechos controvertidos pongan en riesgo la integridad de la actora, ni la

materia del juicio advierte que haya peligro en la demora que lo torne irreparable,

lo procedente conforme a derecho es declarar improcedentes las medidas

cautelares, en el entendido que, si al resolver el fondo del asunto resulta fundada

la presunta violación a sus derechos político electorales, existe la posibilidad real

de repararlos y restituírselos.
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Por lo antes expuesto, se acuerda

UNICO. Se declaran improcedentes las medidas cautelares solicitadas por la

actora.

Así lo acordaron por unanimidad de votos los integrantes del Tribunal de Justicia

Electoral del Estado de Zacatecas, ante el Secretario General de Acuerdos, que

da fe. DOY FE.

JOS UEN REYES

IVAGISTRADA AGIST

GLORIA ES A RODARTE ROCTO PO DAS AMIREZ

MAGISTRADA

T SA RODRIGU o ES

Notifíquese, en términos de ley.

MAGISTRADO PRESIDENTE



SECRETARIO GE E ACUERDOSL

a

CLEMENTE CRIST N

CERTIFICACIÓN. El licenciado Clemente Cristóbal Hernández, Secretario General
de Acuerdos del Tribunal de Justicia Electoral del Estado de Zacatecas, certifica
que las firmas de las Magistradas y Magistrado de este Tribuna
presente foja, corresponden al acuerdo plenario emitido el seis d

veintitrés, dentro del exped iente TRI J EZ-J DC-007 12023. Doy fe

tenidas en la
o de dos mil
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TRIBUNAL DE JUSTICIA ETECTORAL
DET ESTADO DE ZACAIECAS

JUICIO PARA I.A PROTECCIóN DE I.OS DERECHOS
POLíTICO ETECTORAI.ES DET CIUDADANO

EXPEDIENTE: I Rl JEI- JDC-Oj7 /2023

ACTORA: BERTHA GUILLERMINA PÉREZ HERNÁNDEZ

MAGISTRADA PONENTE: GLORIA ESPARZA
RODARTE

CEDULA DE NOTIFICACION POR ESTRADOS

Guodolupe, Zocotecos, seis de junio de dos mil veintitrés, con fundomento

en lo dispuesto por los ortículos 25, pórrofo tercero y 28, de lo Ley del

Sistemo de Medios de lmpugnoción Electorol del Estodo de Zocotecos; y

en cumplimiento ol Acuerdo Plenorio del dío de lo fecho, signodo por el

Pleno del Tribunol de Justicio Electorol del Eslodo de Zocotecos, siendo los

once horos con cuorento minuios del dío en que se oclÚo, el suscrito

octuorio lo nolifico, o los portes y demós interesodos; medionte cédulo que

fijo en los ESTRADOS de este Tribunol, onexondo copio certificodo del

ocuerdo en mención, constonfe en tres foios. DOY FE.

ACTUARIO DEL TRIBUNAL JUSTICIA

EIECTORAL DEt ESTA OD zAc ECAS

*-
LIC. LUIS J

.TRIBl]NAI, 
DE JUSTTCIA ELECTORAI, DIL ESTADO DE ZACATLCAS I
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AUTORIDAD RESPONSABLE: PRESIDENTE MUNICIPAL
DE OJOCALIENTE, ZACATECAS Y OTROS


